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ENTIDADES DEL SECTOR PÚBLICO / COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA POR FUERO DE ATRACCIÓN / FACTORES FUNCIONAL Y TERRITORIAL. “[C]omo la demanda se dirige contra entidades del sector público, el Ministerio de Educación Nacional y la Superintendencia Financiera de Colombia, y frente a un particular, el Banco Colpatria, la jurisdicción en la que se debe ventilar el asunto es la Contenciosa Administrativa, ello en virtud del fenómeno del fuero de atracción. (…) [S]e equivoca el actor al señalar como domicilio de la entidad bancaria la ciudad de Pereira, pues de conformidad con los datos consignados en el certificado generado a través de la página web de la de la Superintendencia Financiera, medio al cual acude esta Sala como lo autoriza el artículo 85 del Código General del Proceso, el domicilio principal del Banco Colpatria es la ciudad de Bogotá
 y en razón de ello, la competencia territorial se radica en los jueces de esa localidad, sitio donde también se localizan las sedes principales de las otras entidades demandadas. (…) Finalmente, en relación con la competencia funcional es clara la norma que viene siendo citada en lo referente a que de las acciones populares conocerán en primera instancia los jueces con categoría de circuito y en segunda los Tribunales Contencioso Administrativo o del Superior del Distrito Judicial. En consecuencia, tampoco son estas corporaciones competentes para conocer en primera instancia de las citadas acciones constitucionales.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA


Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, abril veintiocho (28) de dos mil diecisiete (2017)

Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00384-00
1. El señor Javier Elías Arias Idárraga formuló acción popular contra el Ministerio de Educación Nacional, la Superintendencia Financiera y el Banco Colpatria con domicilio en la carrera 8º No. 21-51 de esta ciudad y como sitio de la vulneración señaló la carrera 38 No. 18-101 de Medellín.

2. Para la protección de los derechos colectivos que dice son vulnerados, solicita se ordene: a) al Banco Colpatria contratar intérprete y guía intérprete para la atención de la población objeto de la Ley 982 de 2005; b) al Ministerio de Educación certificar las entidades o particulares que pueden prestar ese servicio de intérprete; c) a la Superintendencia Financiera regular la atención de los usuarios del sector financiero que se encuentren en situación de discapacidad y d) condenar en costas a su favor. 
3. Los artículos 15 y 16 de la Ley 472 de 1998 determinan el régimen de jurisdicción y competencia para las acciones populares. 
En la primera de esas normas se dice: “La jurisdicción de lo Contencioso Administrativo conocerá de los procesos que se susciten con ocasión del ejercicio de las Acciones Populares originadas en actos, acciones u omisiones de las entidades públicas y de las personas privadas que desempeñen funciones administrativas, de conformidad con lo dispuesto en las disposiciones vigentes sobre la materia. En los demás casos, conocerá la jurisdicción ordinaria civil.”
Y en la segunda: “De las Acciones Populares conocerán en primera instancia los jueces administrativos y los jueces civiles de circuito. En segunda instancia la competencia corresponderá a la sección primera del Tribunal Contencioso Administrativo o a la Sala Civil del Tribunal de Distrito Judicial al que pertenezca el Juez de primera instancia. Será competente el juez del lugar de ocurrencia de los hechos o el del domicilio del demandado a elección del actor popular. Cuando por los hechos sean varios los jueces competentes, conocerá a prevención el juez ante el cual se hubiere presentado la demanda.”
4. De acuerdo con lo expuesto, este Tribunal carece de jurisdicción; también de competencia, tanto funcional como territorial, para conocer de la acción instaurada.

4.1 En efecto, como la demanda se dirige contra entidades del sector público, el Ministerio de Educación Nacional y la Superintendencia Financiera de Colombia, y frente a un particular, el Banco Colpatria, la jurisdicción en la que se debe ventilar el asunto es la Contenciosa Administrativa, ello en virtud del fenómeno del fuero de atracción.
Sobre el particular el Consejo de Estado ha sostenido:
“Luego, por regla general, una acción popular dirigida contra un particular será  de competencia de la jurisdicción ordinaria, mientras que la dirigida contra una autoridad pública o un particular que desempeñe funciones administrativas lo será de la Contencioso Administrativa.

 

La regla anterior se exceptúa en los eventos en los que una acción se dirija, al tiempo, en contra de una autoridad pública y de un particular; en tal caso, la competencia para conocer de la misma reside en la Jurisdicción Contencioso Administrativa, en tanto que ésta prevalece sobre la de la Jurisdicción Ordinaria en virtud del fuero de atracción.

 

Al pronunciarse sobre la aplicación de esta tesis en materia de acciones populares, esta Corporación ha dicho:

 

   "(...)
 

Ha sostenido esta Corporación que cuando la parte demandada es plural y con respecto de uno de los demandados no cabe duda que la jurisdicción contenciosa administrativa es la competente, en virtud del llamado fuero de atracción queda prorrogada la competencia para conocer de la acción con respecto a otro u otros demandados que en principio fueran justiciables ante la jurisdicción ordinaria. Así se ha pronunciado al respecto el fuero de atracción de esta jurisdicción se fundamenta en la acumulación de acciones, por pasiva, contra quienes son señalados como responsables solidarios de las obligaciones que se pretenden.  También ha aceptado la jurisprudencia la aplicación de esta figura cuando la cuestión litigiosa haya de resolverse de manera uniforme para todos los litisconsortes (necesarios) pasivos, y alguno o algunos deban ser juzgados ante esta jurisdicción. Conforme a los lineamientos trazados por la jurisprudencia, tratándose de una acción popular, el aludido fuero opera cuando se acumulan acciones contra entidades públicas o personas privadas que cumplen funciones públicas, por un lado, y particulares por otro, señalados como responsables solidarios del hecho u omisión que amenace o vulnere derechos colectivos, o cuando su comparecencia conjunta es forzosa para que se produzca sentencia, porque ésta podría afectarlos de manera uniforme. 
 

Lo antes señalado es lo que ocurre en el presente caso y lo que explica la competencia de esta jurisdicción, por lo que se declarará no probada la excepción propuesta por Makro de Colombia S.A.

 

Ahora bien, aunque las imputaciones que se hacen a cada uno de los demandados es distinta, es lo cierto que dicha circunstancia no supone que haya indebida acumulación de pretensiones, pues las mismas no se excluyen entre sí: no resultaría excluyente que se ordenara a las personas privadas dar cumplimiento a la normativa sobre publicidad, y al propio tiempo ordenar a las entidades públicas demandadas vigilar el cumplimiento de tales normas, dado que con tales medidas se amparan efectivamente los derechos e intereses colectivos cuya protección se reclama en este asunto.

 

De otro lado, es preciso decir que por definición el fuero de atracción tiene en consideración la calidad de las partes, sin perjuicio de que también, tal como lo prevé el numeral 18 del artículo 23 del C.P., el factor territorial haga parte del mismo.”

4.2 En relación con la competencia territorial es necesario precisar que según la última norma arriba citada, el libelista tiene la potestad de elegir el lugar donde presenta la demanda cuando el domicilio de la entidad accionado es diferente al sitio donde se produce la vulneración de los derechos colectivos.

En este caso, el actor decidió presentar la acción en esta ciudad, pues según dice el domicilio del Banco Colpatria se encuentra en este municipio, a pesar de que la vulneración ocurre en otro, y por lo tanto, en principio, se podría pensar que la competencia territorial radicaría en esta localidad.

Sin embargo, se equivoca el actor al señalar como domicilio de la entidad bancaria la ciudad de Pereira, pues de conformidad con los datos consignados en el certificado generado a través de la página web de la de la Superintendencia Financiera, medio al cual acude esta Sala como lo autoriza el artículo 85 del Código General del Proceso, el domicilio principal del Banco Colpatria es la ciudad de Bogotá
 y en razón de ello, la competencia territorial se radica en los jueces de esa localidad, sitio donde también se localizan las sedes principales de las otras entidades demandadas.
Lo anterior, siguiendo de cerca el precedente de la Corte Suprema de Justicia, que al dirimir un conflicto de competencia suscitado en un caso similar al objeto de estudio, determinó:
“Como el asunto no está vinculado con sucursal o agencia de Manizales, sino con Montería, por lo tanto, fulge con claridad cómo el demandante pretende maniobrar y utilizar la jurisdicción para sus intereses particulares (dado el gran cúmulo de litigios que promueve con respecto a numerosos y distintos lugares circunscribiendo la competencia exclusivamente en algunos circuitos ajenos a los verdaderos factores), eligiendo como domicilio para el caso a Manizales, lugar que no es ni el principal, ni corresponde tampoco a la sucursal o agencia vinculada donde ocurre la presunta infracción del derecho colectivo; consecuentemente no puede atenderse en forma alguna la opción del demandante. Como corolario, al tratarse de una acción constitucional que reclama pronto trámite, y por imperativo del inciso primero del art. 85 transcrito, ajustando el trámite a la realidad y no a la ficticia información del demandante, se asignará el asunto al juez de Bogotá, en concordancia con el art. 16 de la Ley 472 de 1998.

2.5. No puede entonces privilegiarse la opción evidenciada por el promotor en la pieza inicial del juicio.

2.6. Ahora, como la determinación de la competencia el actor en todo caso la ató al domicilio del convocado, y no al lugar de los hechos, se asignará el asunto a los jueces civiles del circuito de Bogotá, sin perjuicio de que la entidad financiera, en la debida oportunidad procesal, discuta dicha atribución.”

4.3 Finalmente, en relación con la competencia funcional es clara la norma que viene siendo citada en lo referente a que de las acciones populares conocerán en primera instancia los jueces con categoría de circuito y en segunda los Tribunales Contencioso Administrativo o del Superior del Distrito Judicial. En consecuencia, tampoco son estas corporaciones competentes para conocer en primera instancia de las citadas acciones constitucionales.
En consecuencia, se declarará que esta Sala carece de jurisdicción y de competencia para asumir el conocimiento de la acción popular propuesta, y se ordenará su remisión a la Oficina Judicial de Administración Seccional de Bogotá, para que sea repartida entre los juzgados administrativos de esa ciudad.
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E

1º Declarar que carece esta Sala de jurisdicción y de competencia  para conocer de la acción popular propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Ministerio de Educación Nacional, la Superintendencia Financiera y el Banco Colpatria.
2º Remítanse la actuación a la Oficina de Reparto de Administración Judicial de Bogotá, para que sea sorteada entre los jueces administrativos de esa ciudad.

3º Notifíquese esta decisión al actor por el medio más eficaz.

Notifíquese y cúmplase, 

La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 





JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA


S E C R E T A R I O
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